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En el número 30 de la revista se incluía el apunte
"Control: ¿de qué clase? ¿de quién?", y en el se
hacía una crítica al sistema de compatibilidades de
los jueces y magistrados que prevé el Libro Blanco.

Al inicio el autor parece extrañarse de que al
CGPJ "le preocupa, justamente, lo que hacen los
jueces. y también lo que debían hacer y no hacen".
No veo la razón de esta sorpresa o en que se fun-
damenta la crítica a esta preocupación, a la que yo
añadiría además que hacen los jueces y no debe-
rían hacer.

Ya sé que, con ello, estoy dando más argumentos
para la crítica y descalificación a cualquier regula-
ción que se quiera hacer sobre el sistema de com-
patibilidades. Pero, no nos llevemos a engaños,
que, con o sin fundamento, cualquier regulación so-
bre este extremo siempre será respondida.

Y es que, en el fondo, los jueces rechazamos
cualquier tipo de control sobre nuestra actividad la-
boral, sea sobre la determinación de unos módulos
de trabajo, sobre la fijación de la jornada del juez, y,
claro está, también sobre la declaración de activi-
dades extrajudiciales remuneradas.

Estas críticas siempre se pueden hacer desde
dos vertientes: la primera es la negación frontal de
cualquier tipo de control por el hecho de ser parte
de un poder del Estado, como si los otros poderes y
los integrantes de los mismos no tuvieran ningún
tipo de control. La otra, es el criticar esta regulación
bajo argumentos soterrados. Por ejemplo, cuando
se habla de controlar la productividad del juez se
hace referencia a que ello es imposible pues iría en
claro perjuicio de la calidad, como si ambas fueran
antagónicas. Y cuando se habla de controlar la rea-
lización de actividades remuneradas extrajudiciales,
se alega que ello vulnera nuestra privacidad y que
supone un control ideológico.

Lo cierto es que en mi opinión, de una manera u
otra se está negando que los jueces no solo, pero
también, somos parte de un servicio público. Y que
nuestra función, ejerciendo el poder que se nos
otorga, es dar resolución a los conflictos que se nos
plantean de una manera rápida, y como decíamos
en nuestro segundo Congreso, justa, democrática y
amable.

En el Libro Blanco se expone que la realización
de las actividades extrajudiciales remuneradas ha
de someterse siempre a las exigencias de transpa-
rencia que la propia función judicial requiere. Por
ello establece que "toda actividad permanente de
los jueces y magistrados ha de ser declarada y co-
nocida por el CGPJ y debe estar sometida a la pre-
via declaración de compatibilidad, incluida la activi-
dad de preparación de opositores". En cuanto a las
actividades esporádicas y no sujetas a la autoriza-
ción de compatibilidad que no sean la administra-
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ción del patrimonio personal y familiar, deberán ser
objeto de declaración anual, y estarán sujetas a un
límite máximo global de ingresos.

La crítica que el autor hace a este sistema es que
"del principio de transparecencia que debe, es
cierto, regir la práctica de la juridiscción pueda infe-
rirse la legitimidad de una fiscalización omnidirec-
cional de la actividad extraprofesional del juez que
lleva a la abolición de una parte importante de su
privacidad. Porque, en efecto 'el control' que se
propugna aun dirigido sólo en apariencia a medir el
tiempo de la dedicación y la importancia de la re-
muneración, como indicadores, lo cierto es que
afectaría a los contenidos ideológicos y culturales
de aquélla, sobre los que también se extenderá, si-
quiera indirectamente, el conocimiento del órgano
de gobierno".

No veo que problema hay en que el deber de
transparencia que debe regir la práctica de la juris-
dicción no se extienda a las actividades colaterales
de la misma. Declarar las actividades remuneradas,
poder saber si se realizan en horas de audiencia, y
qué precio se percibe por las mismas (e incluso se-
ría conveniente saber quien contrata esta actividad)
es dar respuesta al deber de transparencia que to-
da persona integrante de un poder del Estado debe
dar a la sociedad.

El artículo continúa diciendo "con ello, el resultado
previsible es que, mientras resulta claro que los
profesionales de cuestionable perfil deontológico no
van a tener ninguna dificultad para hallar el modo
de seguir accediendo a las mismas dudosas y ge-
nerosas fuentes de ingresos; la mayoría de los inte-
grantes de la magistratura pasarían a ser objeto de
inquisición permanente sobre una franja de su acti-
vidad que -por lo generalmente legítima y públi-
ca- no tienen por qué ocultarse como no se oculta;
pero que, por lo mismo, nunca debería ser preventi-
vamente criminal izada ni cubierta de esta forma ge-
nérica por el manto de la sospecha".

Entender que de aquí se puede derivar una inqui-
sición ideológica es una afirmación, cuanto menos,
forzada. Porque en primer lugar, pocas actividades
remuneradas tienen carácter ideológico. En segun-
do lugar, aquellas que tienen un marcado carácter
ideológico (como puede ser trabajar en una ONG) si
se efectúan de forma gratuita tampoco deberán ser
declaradas; y por otra parte, no se entiende que
obstáculo puede haber en declarar la realización de
"actividades de carácter cultural, legítimas y mo-
destísimamente compensadas". ¿O es que tene-
mos problemas en que se conozcan?

Por otra parte, ¿es o no necesario que la socie-
dad sepa que actividades remuneradas no jurisdic-
cionales ejerce el juez? Así por ejemplo, ¿es o no
conveniente que se sepa cuantas veces un juez es-



cribe en un periódico o participa en una tertulia ra-
diofónica (actividad que sí puede ser de un marca-
do carácter ideológico), y que se sepa también que
importe recibe por ello y en su caso, si la tertulia se
efectúa en horas de audiencia? ¿Es o no necesario
saber cuántas conferencias pronuncia, pongamos
por caso, sobre el baremo de seguros, encargada
por una compañía de seguros, y que importe ha
percibido el juez que ha de juzgar un supuesto de
responsabilidad extracontractual? ¿Es o no conve-
niente saber con qué frecuencia, pongamos otro
caso, un juez de lo Contencioso-Administrativo, da
conferencias o cursos en una Administración con-
creta que después es parte demandada en los re-
cursos que éste ha de resolver?

El Libro Blanco tan sólo exige la declaración de
actividades, fijando como límite un máximo global
de ingresos por el tradicional sistema de compara-
ción con las remuneraciones judiciales totales. En-
tender que el deber de declarar comporta una pre-
ventiva criminalización es del todo incierto. Sólo se

prevé que será sancionada la falta de veracidad en
la declaración y recibir remuneraciones superiores
al límite determinado. Por ello, no entiendo como
puede atacarse este sistema diciendo que el mismo
"podría llevar a obstaculizar o inhibir la dedicación
marginal a actividades de carácter cultural, legíti-
mas y modestísimamente compensadas".

Creo, y en esto felicito la iniciativa del Libro Blanco,
que esta sociedad tiene derecho a tener la informa-
ción que se merece y que los jueces hemos de ser
los primeros interesados en que no quepa ninguna
duda de que ejercemos nuestra función con total in-
dependencia y que tan sólo estamos sujetos al man-
dato de la Ley. Por ello, cualquier iniciativa en favor
de dar transparencia al ejercicio de nuestra función
jurisdiccionalha de ser bien recibida.

Por último, quisiera tan sólo recordar que de la
misma manera que no se pueden hacer regulacio-
nes generales pensando en un caso concreto, tam-
poco se puede responder a estas regulaciones ge-
nerales pensando en nuestro caso concreto.
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